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Iniciativas de Ciudadanos Senadores

Del Sen. Santiago Creel Miranda, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la que contiene proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económica 

SE TURNÓ A LAS COMISIONES UNIDAS DE COMERCIO Y FOMENTO INDUSTRIAL; Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA.

Sinopsis:
Plantea modificaciones con objeto de fortalecer las atribuciones de la autoridad, es decir, de la Comisión Federal de Competencia y dotarla de nuevos instrumentos que hagan más eficaz el combate a las prácticas monopólicas y a las concentraciones prohibidas, que vulneran la competencia y la libre concurrencia, al tiempo que se introducen nuevas medidas de transparencia y rendición de cuentas.

Se propone elevar las sanciones económicas de naturaleza administrativa a los agentes económicos que incurran en prácticas monopólicas o en concentraciones prohibidas; se sanciona penalmente a quienes celebren acuerdos de colusión; se simplifica el régimen de aplicación de sanciones estructurales en algunos casos de concentraciones indebidas y de prácticas monopólicas relativas, y, también, se plantean sanciones más severas para quienes declaren falsamente, entreguen información falsa o incumplan con las resoluciones o con las condiciones impuestas por la Comisión Federal de Competencia.

Plantea modificaciones que simplifiquen y precisen el procedimiento de visitas de verificación; medios para la terminación anticipada y la resolución no litigiosa de los procedimientos de investigación; un nuevo procedimiento asociado a la notificación de ciertas concentraciones, así como nuevas facultades de la Comisión Federal de Competencia en materia de medidas cautelares y de requerimientos de información para la emisión de opiniones que promuevan la competencia y la libre concurrencia en sectores económicos específicos.

En materia de transparencia y de rendición de cuentas, se proponen nuevas disposiciones normativas para hacer públicos los criterios bajo los cuales la Comisión Federal de Competencia inicie, de oficio, el procedimiento de investigación de prácticas monopólicas o concentraciones.

También se contempla la inclusión de mayor información en los informes anuales de actividades que rinda la Comisión, así como la posibilidad de que la propia autoridad celebre convenios con instituciones académicas o de consultoría, con objeto de que éstas lleven a cabo estudios, análisis y propuestas sobre el efecto de las decisiones de la autoridad antimonopolios en los mercados y de que evalúen la efectividad de las metodologías que aquélla utiliza para alcanzar sus objetivos. 
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CC. SECRETARIOS DE LA
CÁMARA DE SENADORES DEL
CONGRESO DE LA UNIÓN
P r e s e n t e.
Santiago Creel Miranda, Senador de la República a la LX Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta Soberanía la presente iniciativa con PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA, al tenor de la siguiente

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S:
La competencia económica y la libre concurrencia son, a la vez, garantías individuales y mandatos constitucionales a cargo del Estado.

Los dos párrafos iniciales del artículo 28 de la Ley Fundamental disponen que:

“En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las prácticas monopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a las prohibiciones a título de protección a la industria.
En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, toda concentración o acaparamiento en una o pocas manos de artículos de consumo necesario y que tenga por objeto obtener el alza de los precios; todo acuerdo, procedimiento o combinación de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre sí y obligar a los consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase social.”
Tales disposiciones constitucionales son el fundamento de validez y explican el contenido de la Ley Federal de Competencia Económica    –vigente desde mil novecientos noventa y tres– que tiene por objeto proteger el proceso de competencia y libre concurrencia, mediante la prevención y la eliminación de los monopolios, de las prácticas monopólicas y de las demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de bienes y servicios.

La relevancia que la Constitución Federal otorga a las garantías de libre concurrencia y de competencia económica deriva de los beneficios que éstas traen consigo en favor de los consumidores: con mayor competencia económica, las empresas tienen incentivos para mejorar la calidad de sus productos y, también, para ofrecerlos al menor precio posible. En consecuencia, la población tiene acceso a bienes y servicios de buena calidad a precios razonables, lo cual, sin duda, contribuye a incrementar sus niveles de bienestar.

Igualmente, en relación con la competitividad de la economía mexicana, la libre concurrencia y la competencia generan valores fundamentales, tales como certidumbre a los agentes económicos respecto de la posibilidad de tener acceso a las oportunidades de negocios que crea la economía. Adicionalmente, tales principios garantizan que los agentes económicos puedan disponer de insumos de la mejor calidad al precio más bajo, situación que contribuye a disminuir los costos de producción y a la competencia exitosa en los mercados internacionales.

A la luz de lo anterior, la experiencia derivada de las mejores prácticas internacionales hace necesario replantear algunos aspectos relevantes de la Ley Federal de Competencia Económica, con el fin de que la política mexicana de competencia siga generando las condiciones para que las empresas del país compitan en igualdad de circunstancias en los mercados internacionales.

Adicionalmente, fortalecer a la Comisión Federal de Competencia es uno de los compromisos que, en el marco de las conclusiones del foro México ante la Crisis: ¿Qué hacer para crecer?, asumió el Congreso de la Unión. Allí, el Poder Legislativo Federal reiteró su convicción de prevenir más eficazmente las prácticas monopólicas, con objeto de incrementar la competitividad de la economía mexicana.

Por su parte, el sector privado compartió esa misma preocupación y ese mismo compromiso, como se desprende de las propuestas y recomendaciones de la Confederación Patronal de la República Mexicana, S.P. y del Consejo Coordinador Empresarial, puesto que ambas organizaciones se pronunciaron en favor del fortalecimiento de las atribuciones de la Comisión Federal de Competencia como medida para impulsar el crecimiento económico del país.

Al mismo tiempo, el fortalecimiento de la Comisión Federal de Competencia debe acompañarse de mecanismos que aseguren la transparencia de sus procesos y decisiones, con objeto de asegurar la seguridad jurídica, su credibilidad y, sobre todo, lograr una adecuada rendición de cuentas.

En congruencia con todo lo anterior, la presente iniciativa plantea importantes modificaciones a diversas disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económica, con objeto de fortalecer las atribuciones de la autoridad antimonopolios del Estado mexicano –es decir, de la Comisión Federal de Competencia–y dotarla de nuevos instrumentos que hagan más eficaz el combate a las prácticas monopólicas y a las concentraciones prohibidas, que vulneran la competencia y la libre concurrencia, al tiempo que se introducen nuevas medidas de transparencia y rendición de cuentas.

Para ello, se propone elevar las sanciones económicas de naturaleza administrativa a los agentes económicos que incurran en prácticas monopólicas o en concentraciones prohibidas; se retoma la propuesta de sancionar penalmente a quienes celebren acuerdos de colusión; se simplifica el régimen de aplicación de sanciones estructurales en algunos casos de concentraciones indebidas y de prácticas monopólicas relativas, y, también, se plantean sanciones más severas para quienes declaren falsamente, entreguen información falsa o incumplan con las resoluciones o con las condiciones impuestas por la Comisión Federal de Competencia.

Al mismo tiempo, como medios para alcanzar los objetivos señalados, la iniciativa también plantea modificaciones que simplifiquen y precisen el procedimiento de visitas de verificación; medios para la terminación anticipada y la resolución no litigiosa de los procedimientos de investigación; un nuevo procedimiento asociado a la notificación de ciertas concentraciones, así como nuevas facultades de la Comisión Federal de Competencia en materia de medidas cautelares y de requerimientos de información para la emisión de opiniones que promuevan la competencia y la libre concurrencia en sectores económicos específicos.

En materia de transparencia y de rendición de cuentas, se proponen nuevas disposiciones normativas para hacer públicos los criterios bajo los cuales la Comisión Federal de Competencia inicie, de oficio, el procedimiento de investigación de prácticas monopólicas o concentraciones.

También se contempla la inclusión de mayor información en los informes anuales de actividades que rinda la Comisión, así como la posibilidad de que la propia autoridad celebre convenios con instituciones académicas o de consultoría, con objeto de que éstas lleven a cabo estudios, análisis y propuestas sobre el efecto de las decisiones de la autoridad antimonopolios en los mercados y de que evalúen la efectividad de las metodologías que aquélla utiliza para alcanzar sus objetivos.

1. De las sanciones
La presente iniciativa parte de la necesidad de fortalecer la libre concurrencia y la competencia económica, de fomentar la competitividad de la economía y de generar mayor bienestar a los consumidores mexicanos, para lo cual propone modificar las disposiciones sancionatorias en la legislación federal de competencia económica, incrementando los montos máximos en términos congruentes con las mejores prácticas internacionales.

a)   En primer lugar, se abordan las sanciones económicas de naturaleza administrativa –es decir, las multas– para los casos en que los agentes económicos lleven a cabo prácticas monopólicas absolutas o relativas, así como concentraciones prohibidas. En ello estriban las modificaciones propuestas al artículo 35, fracciones IV, V, VI, IX y X, y párrafos segundo a quinto, de la Ley Federal de Competencia Económica.

Al respecto y con el mismo espíritu que orienta esta propuesta, el veintidós de febrero de dos mil siete, el diputado Alejandro Sánchez Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó, ante el Pleno de la Cámara de Diputados, una iniciativa con proyecto de Decreto para reformar el artículo 35 de la Ley Federal de Competencia Económica.

La iniciativa fue turnada, para estudio y dictamen, a la Comisión de Economía de la colegisladora, instancia en la que fue dictaminada el veintitrés de octubre de dos mil siete.

Al día de hoy, la discusión en torno al tema que nos ocupa se mantiene abierta en la Cámara de Origen y, por ello, esta propuesta acoge y hace suyos plenamente los razonamientos vertidos en el dictamen referido, en el sentido de que: “en materia de sanciones, la cuantía monetaria de las mismas no repercute por las altas ventas anuales de algunos agentes económicos, por lo que estas no tienen incentivos para dejar de incurrir en prácticas monopólicas y provocan que la Autoridad Antimonopolios carezca de plena efectividad en el castigo de las infracciones cometidas y disuadir a los agentes económicos de realizar conductas prohibidas en la Ley de Competencia.”
Asimismo, “cambiar la base de las multas hacia un indicador de la actividad económica de los agentes económicos facilitaría a la autoridad antimonopolios a tener un mayor control al momento de determinar el monto de las multas, sobre la proporcionalidad de la multa respecto a los beneficios obtenidos por el agente económico derivados de la conducta que se desea sancionar y disuadir, así como con la capacidad económica del agente económico infractor.”
Sin embargo, con el único propósito de simplificar el ejercicio de las atribuciones de la Comisión Federal de Competencia, la presente iniciativa plantea un esquema de sanciones más simple que el que propone el dictamen en comento, en el que se homologan las sanciones a quienes realicen concentraciones prohibidas o prácticas monopólicas, sean absolutas o relativas.

En efecto, dichas multas son actualmente determinadas e impuestas con base en un referente –como lo es un múltiplo del salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal– que no guarda relación alguna con el daño económico potencial que se causa cuando algún agente económico incurre en alguna práctica monopólica o lleva a cabo una concentración prohibida.

En ese contexto, es claro que la sanción de tales prácticas, así como del daño económico potencial que infligen al proceso de competencia y de libre concurrencia, debe referirse y ser proporcional a los ingresos que indebidamente obtuvo la empresa o el agente económico con motivo de su conducta ilícita.

Hoy en día, tal y como está la ley de la materia, la cuantía de las sanciones resulta insignificante en relación con los ingresos que perciben los agentes económicos involucrados en prácticas anticompetitivas.

En consecuencia, quienes atentan contra el proceso de competencia y de libre concurrencia carecen de incentivos para abstenerse de llevar a cabo prácticas monopólicas, al tiempo que la autoridad antimonopolios –es decir, la Comisión Federal de Competencia– no dispone de atribuciones que hagan efectivo el castigo a los infractores, como tampoco de disuadir a los agentes económicos de llevar a cabo conductas prohibidas por la Ley.

En el mismo sentido, la experiencia internacional muestra que es indispensable que los estados y sus autoridades antimonopolios tengan atribuciones para imponer sanciones económicas que efectivamente inhiban las conductas anticompetitivas de los agentes económicos.

Para dimensionar la importancia y la urgencia de modificar las disposiciones legales mexicanas, basta con tener en cuenta que la Ley Federal de Competencia Económica establece que la sanción económica más elevada en los casos de prácticas monopólicas absolutas asciende a un millón quinientas mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal –es decir, ochenta y dos millones doscientos mil pesos en el año dos mil nueve– cuando algunas naciones de la Unión Europea han impuesto multas –también por prácticas monopólicas absolutas– equivalentes a más de seis mil novecientos millones de pesos –es decir, multas ochenta y cuatro veces mayores–.

En los casos de prácticas monopólicas relativas, la sanción económica más elevada en México asciende a novecientas mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal     –es decir, cuarenta y nueve millones trescientos veinte mil pesos en el año dos mil nueve– cuando en el extranjero se han impuesto sanciones a estas prácticas hasta por el equivalente a seis mil seiscientos setenta y cinco millones de pesos –es decir, multas que representan más de ciento treinta y cinco veces la máxima sanción en México–.

En el mismo sentido, las sanciones máximas que contemplan diversas legislaciones en los casos en que los agentes económicos incurren en prácticas monopólicas son las siguientes: la Unión Europea, hasta el diez por ciento de los ingresos anuales mundiales; Australia, el diez por ciento de los ingresos anuales o el triple de los beneficios obtenidos ilegalmente; la República de Sudáfrica, hasta el diez por ciento de los ingresos anuales obtenidos en el país más las exportaciones; en la República de India, lo que resulte mayor entre el diez por ciento de la suma de los ingresos obtenidos en todos los años de vigencia de la práctica monopólica o el triple de la suma de las utilidades de todos los años de vigencia de la práctica monopólica, y en la República Federativa de Brasil, el treinta por ciento de los ingresos brutos anuales antes de impuestos.

Finalmente, en relación con el destino de los recursos recaudados a través de multas impuestas como medidas de apremio, se propone adicionar dos párrafos al artículo 34 de la Ley Federal de Competencia Económica, con objeto de darles un destino específico, en plena congruencia con lo que disponen los dos párrafos finales del artículo 35 de la misma ley.

b)   Por otro lado, con objeto de abordar el universo completo de sanciones aplicables en materia de competencia y libre concurrencia –no solamente las económicas de naturaleza administrativa, sino también sanciones penales en los casos de colusión– la presente iniciativa parte del hecho de que, no obstante que el artículo 253 del Código Penal Federal prevé penas de prisión a quienes atenten contra el consumo y la riqueza nacionales, la redacción de los tipos penales resulta ambigua, disfuncional e inconsistente con las disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económica.

Por esa razón, quienes suscriben esta iniciativa se suman a la diversa que el senador Juan Bueno Torio, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, sometió a la consideración de esta misma Soberanía el pasado dos de julio de dos mil ocho.

La iniciativa en comento propone modificar el artículo 253 del Código Penal Federal, para considerar que las prácticas monopólicas absolutas establecidas en la Ley Federal de Competencia Económica, constituyen actos u omisiones que afectan gravemente el consumo nacional y son sancionables con prisión.

Del mismo modo, esta propuesta coincide plenamente con el senador Juan Bueno Torio en que la competencia resulta fundamental para las economías del mundo, puesto que existe una relación directa entre la competencia y el desarrollo económico.

Se trata, en realidad, de iniciativas complementarias, puesto que  –sin lugar a dudas– con la aprobación de ambas será posible aplicar eficazmente sanciones penales en los casos de colusión, a la vez que se limitará el ámbito de aplicación del derecho penal exclusivamente a las conductas relacionadas con acuerdos colusivos entre competidores. 

En tal virtud, se solicita que ambas propuestas sean valoradas y, en su caso, dictaminadas conjuntamente por las comisiones correspondientes del Senado de la República.

A mayor abundamiento, en relación con las sanciones penales a quienes celebren acuerdos de colusión o lleven a cabo prácticas monopólicas absolutas, la experiencia internacional también aconseja sancionar con penas privativas de libertad a los representantes de aquellos agentes económicos que lleven a cabo acuerdos entre competidores que tengan como fin eliminar la competencia.

Así, las legislaciones penales del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, de los Estados Unidos de América y de la República Federativa de Brasil, sancionan penalmente a quienes realicen prácticas monopólicas absolutas.

En particular, los Estados Unidos de América y de la República de Sudáfrica contemplan penas de hasta diez años de prisión en los casos de acuerdos entre competidores, en tanto que en la República Federativa de Brasil pueden imponerse hasta cinco años de prisión.

c)   Por otra parte, en adición a las sanciones de naturaleza económica y penal, la presente iniciativa también propone modificaciones al marco jurídico de las sanciones estructurales, aplicables en los casos más graves de prácticas monopólicas relativas y de concentraciones indebidas, tal y como se aprecia en las modificaciones al artículo 37 de la Ley Federal de Competencia Económica.

Al respecto, la eliminación efectiva y eficaz de la comisión de tales conductas ilícitas exige que las sanciones estructurales –como la orden de desincorporación o de enajenación de los activos del infractor– puedan imponerse mediante criterios más sencillos en cuanto a la calificación de la reincidencia, particularmente cuando se trate de conductas que impliquen consecuencias graves sobre los mercados, tal y como lo propone la presente iniciativa.

d)   Con objeto de dotar a la Comisión Federal de Competencia de mejores instrumentos de recolección de evidencia en los procedimientos para garantizar la competencia y la libre concurrencia, la iniciativa también prevé incrementar las sanciones aplicables a los agentes económicos y representantes que declaren falsamente o que entreguen información falsa a la propia Comisión. En ello radica la motivación de las modificaciones al artículo 35, fracción III, de la Ley Federal de Competencia.

e)   Adicionalmente, para asegurar el cumplimiento de las resoluciones que dicte la Comisión Federal de Competencia, se plantea un endurecimiento de las sanciones que puedan imponerse a los agentes económicos que incumplan con los términos de las propias resoluciones, o bien, con las condiciones que imponga la autoridad antimonopolios, tal y como se contempla en el artículo 35, fracciones VIII y IX, del proyecto de Decreto.

El propósito último de las medidas propuestas consiste en generar más incentivos para que los agentes económicos que incurran o se encuentren incurriendo en prácticas monopólicas, se acojan al programa de reducción de sanciones que ya prevé el texto vigente de la Ley, a la vez que se fomentaría la terminación no litigiosa de los procedimientos –como también lo contempla la iniciativa, según se explicará en el apartados 3. de esta iniciativa– lo que, sin duda, representará importantes ahorros de recursos humanos y materiales en beneficios del Estado mexicano.

2. De la agilización de las visitas de verificación
Indudablemente, uno de los mayores problemas que –en el curso de las investigaciones– enfrentan los órganos reguladores, consiste en la obtención de evidencia sólida, suficiente y oportuna. Por ello, a través de las más recientes reformas a la Ley Federal de Competencia Económica se estableció la posibilidad de que la autoridad antimonopolios lleve a cabo visitas de verificación en los domicilios de los agentes económicos investigados, siempre que se presuma que existen los elementos necesarios para integrar la investigación.

No obstante ello, la figura de visita de verificación que actualmente prevé la Ley solamente resulta aplicable respecto de datos y documentos que la propia Comisión haya requerido previamente durante el curso de una investigación.

Así las cosas, es sencillo advertir que tal esquema facilita el ocultamiento e, incluso, la destrucción de elementos que prueben o evidencien conductas ilegales.

A mayor abundamiento, en la sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 33/2006, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró la invalidez de algunas porciones normativas del artículo 31 de la Ley Federal de Competencia Económica, texto que regula las visitas de verificación en materia de competencia. 

Consecuentemente, en los hechos, llevar a cabo visitas de verificación se ha tornado un proceso confuso, ineficaz e, incluso, prácticamente inaplicable.

En tal virtud, ante la ineficacia del texto vigente en esta materia, se hace indispensable adecuar el diseño del marco normativo de las visitas de verificación en materia de competencia económica, con objeto de garantizar su claridad, precisión y eficacia.

Por ello, la iniciativa plantea modificar los artículos 24, fracción II, y 31 de la Ley Federal de Competencia Económica, con el fin de actualizar y fortalecer a la Comisión Federal de Competencia en este ámbito particular de atribuciones.

La propuesta consiste, esencialmente, en establecer la atribución de la Comisión Federal de Competencia para ordenar y practicar visitas de verificación en cualquier domicilio del agente económico investigado, así como en precisar las formalidades esenciales que deben observarse con motivo de estos actos de molestia, junto con los derechos y las obligaciones de los visitados y las facultades de la autoridad antimonopolios –particularmente en cuanto a requerimientos de información y recolección de evidencia–.

De este modo, será posible alinear la práctica de las visitas de verificación que lleva a cabo la Comisión Federal de Competencia, con 
la práctica internacional, tal y como sucede en la República Federal de Alemania, Bélgica, la República Federativa de Brasil, Canadá, España, la República de Irlanda, la República Italiana, la República Francesa, Japón, Noruega, el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Singapur, los Países Bajos, la Unión Europea, los Estados Unidos de América e, incluso, en otras jurisdicciones nacionales cuyas autoridades antimonopolios son de creación relativamente reciente, como son los casos de la República Argentina, la República Eslovaca, Hungría, la República de El Salvador o Polonia, entre otras.

La legislación doméstica de dichas naciones faculta a sus autoridades de competencia para llevar a cabo visitas de verificación de manera sorpresiva, lo que evita –como es claro– el ocultamiento y la destrucción de la evidencia.

En síntesis, la posibilidad de que la Comisión Federal de Competencia lleve a cabo visitas de verificación –por supuesto, cumpliendo las formalidades que prevé la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos– hará más sencillo que tal autoridad obtenga y se allegue de información durante el curso de una investigación. Con ello, se promoverá una mejor integración de los expedientes correspondientes, así como la aplicación más eficaz y efectiva de la Ley Federal de Competencia Económica.

3. De la terminación anticipada y la resolución no litigiosa de procedimientos de investigación
En el año dos mil cuatro, como resultado de una profunda evaluación de las disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económica, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) recomendó a México: “brindar mayores incentivos a los demandados en los procedimientos de la Comisión para llegar a arreglos extrajudiciales, con la consiguiente reducción del volumen de juicios de amparo entablados contra la Comisión”.

Sin embargo, la problemática en cuestión identificada por la OCDE continúa vigente, puesto que durante el año dos mil siete, la Comisión fue parte en ciento cincuenta juicios de amparo, de los cuales concluyeron únicamente cincuenta y cuatro. Ello implica la erogación de cuantiosos recursos humanos, financieros y materiales, junto con tiempos relativamente largos para concluir, en definitiva, los procedimientos de competencia económica.

De modo semejante, ante la falta de opciones o posibilidades de los agentes económicos para alcanzar una terminación anticipada del los procedimientos de investigación que sigue la Comisión Federal de Competencia, aquéllos también incurren en elevados costos para desahogar los procedimientos ante la propia Comisión, así como ante las autoridades judiciales.

En ese contexto, la legislación mexicana en materia de competencia económica debe prever incentivos para que los agentes económicos desistan de cometer actos que pongan en riesgo la competencia.

En tal virtud, la iniciativa propone modificar el artículo 33-Bis 2 y adicionar un nuevo numeral 32-Bis, ambos de la Ley Federal de Competencia Económica, con objeto de incluir la terminación anticipada de los procedimientos de investigación con base en condiciones ofrecidas por el propio agente económico y que favorezcan el proceso de competencia y de libre concurrencia.

La medida significaría una solución al problema de competencia que no dependería de la resolución de la Comisión Federal de Competencia y que, por tanto, no atribuiría responsabilidad alguna a los agentes económicos.

Con ello, la autoridad cumpliría, sin demora, su obligación de proteger el proceso de competencia y libre concurrencia, al tiempo que se restablecerían, con eficiencia, las condiciones de mercado previas a la práctica investigada y, así, la Comisión Federal de Competencia podría reasignar recursos a otras actividades relevantes, tal y como ocurre en la Unión Europea, en los Estados Unidos de América y en Australia.

4. Del nuevo procedimiento asociado a la notificación de ciertas concentraciones
El control de concentraciones ha probado ser un instrumento efectivo para prevenir la creación de monopolios o la acumulación indebida de poder de mercado.

Sin embargo, existen concentraciones que no representan un problema para la competencia –como es el caso de las reestructuras corporativas, en las que todas las partes pertenecen al mismo grupo de control, o bien, los incrementos en la participación accionaria de quien ya posee el control de la sociedad–.

En particular, la hipótesis que plantea la fracción I del artículo 21-Bis del proyecto de Decreto; es decir, la adquisición de un agente económico por parte de otro que no participa en mercados relacionados, no representa un riesgo al proceso de competencia y de libre concurrencia. Lo anterior, en virtud de que la operación no culminaría en la modificación de la estructura de los mercados ni en creación de un nuevo agente económico en los mercados involucrados, sino únicamente en la sustitución de uno –el adquirido– por otro –el adquirente–. Este sería el caso, por ejemplo, de una empresa que, desde su creación, ha producido bicicletas y adquiere una empresa textil.

Algo similar ocurre en el supuesto previsto en la fracción II del artículo 21-Bis del proyecto de Decreto; es decir, cuando un agente económico participa –sin ejercer el control– en otro y, mediante una concentración, el primero incrementa su participación en el segundo   –sin que adquiera la posibilidad de tomar decisiones respecto del comportamiento de este último–. Lo anterior, en virtud de que las condiciones de mercado prevalecientes antes de la operación no sufren modificaciones, lo que en modo alguno representa un riesgo para la competencia. Este sería el caso, por ejemplo, de una empresa que participa con el uno por ciento de acciones sin derecho a voto de otra empresa y adquiere un cinco por ciento adicional.

La presente iniciativa también contempla (en las fracciones I y II del artículo 21-Bis 1 del proyecto de Decreto) el caso de aquellas operaciones que se limitan a la reestructuración de grupos corporativos, o bien, las situaciones en las que un agente económico incrementa su participación en una sociedad en la que ya ejercía el control. 

También es necesario hacerse cargo de las operaciones de concentración en las que empresas mexicanas adquieran acciones de alguna empresa extranjera que no tenga participación alguna en territorio nacional (artículo 21-Bis 1, fracción III, del proyecto de Decreto), así como de la compra, por parte de fondos de inversión para generar rendimientos a pequeños y medianos inversionistas, de instrumentos bursátiles de empresas (artículo 21-Bis 1, fracción IV, del proyecto de Decreto).

En todos los casos anteriores, debe legislarse para asegurar que el control de concentraciones no se convierta en un obstáculo o en un trámite que demore la realización de transacciones cuyo único propósito en lograr menores costos para las empresas y que, en todo caso, no afectan la competencia.

Es por ello que las recientes reformas a la Ley Federal de Competencia Económica incluyeron un nuevo procedimiento de notificación de concentraciones más expedito, en particular respecto de aquellas transacciones en las cuales las partes acrediten fehacientemente que no tendrán efectos adversos a la competencia.

Por esa razón, la iniciativa parte del hecho de que no sólo es conveniente, sino también posible, disminuir aún más la carga regulatoria asociada a la notificación de algunos tipos de concentraciones que no representan riesgo alguno a la competencia. Prueba de ello es que, durante dos mil siete, la Comisión resolvió ciento setenta y nueve notificaciones de concentraciones, de las cuales únicamente objetó una y condicionó ocho, lo que significa que en noventa y cinco por ciento de las concentraciones concluidas en ese año no se detectaron riesgos a la competencia.

La disminución de la carga regulatoria en relación con las concentraciones hará posible que los particulares enfrenten costos menores y que realicen sus operaciones de manera más rápida y más eficaz, situación que –sin duda– es fundamental en el contexto económico actual.

De modo específico, se proponen modificaciones a los artículos 21-Bis y 35, fracción VII, así como un nuevo numeral 21-Bis 1, todos ellos de la Ley Federal de Competencia Económica, con objeto de establecer criterios claros respecto de las concentraciones que –de manera indubitable– no afectan la competencia ni la libre concurrencia y, así, brindar mayor certidumbre jurídica y disminuir la carga regulatoria de los particulares. Por supuesto, también se prevén severas sanciones para quienes, al amparo de las nuevas disposiciones, pretendan omitir la notificación de concentraciones que sí impactan el proceso de competencia económica.

5. De la transparencia y la rendición de cuentas
La transparencia es requisito fundamental para la adecuada rendición de cuentas. En tal sentido, la fracción III vigente del artículo 28 de la Ley Federal de Competencia Económica ya contempla que la Comisión Federal de Competencia, por conducto de su Presidente, debe publicar y presentar un informe anual –al titular del Poder Ejecutivo Federal– sobre su propio desempeño.

Debe considerarse que el referido informe anual de actividades constituye un ejercicio eficaz de rendición de cuentas. Sin embargo, en el ámbito específico de la competencia y la libre concurrencia, la transparencia también implica que la autoridad antimonopolios haga pública la información respecto a las decisiones que adopta, así como los métodos, enfoques y procedimientos de investigación que utiliza y que la conducen a la adopción de sus resoluciones.

Adicionalmente, la presente iniciativa propone facultar a la propia Comisión a celebrar convenios con instituciones académicas y de consultoría, que tengan por objeto, entre otros, la evaluación continua –y no solamente ex post– de los efectos de las decisiones de la Comisión, incluyendo la efectividad de sus metodologías.

Por otro lado, con el fin de evitar la discriminación hacia algún participante del mercado, las mejores prácticas internacionales también recomiendan hacer públicos los criterios por los que la autoridad dé inicio, de oficio, a los procedimientos de investigación de prácticas monopólicas y concentraciones.

De ese modo, la Comisión Federal de Competencia deberá dar a conocer –mediante criterios claros y públicos– las directrices que orienten la selección de casos, de mercados y de industrias que serán objeto de procedimientos de investigación iniciados de manera oficiosa. De aprobarse la propuesta, la Comisión dispondrá de vías adicionales no solamente para corregir las prácticas anticompetitivas, sino también para prevenirlas oportunamente y con plena transparencia y apego a la ley.

En consecuencia, la iniciativa plantea adicionar la fracción III del artículo 28 de la Ley Federal de Competencia Económica, para ampliar los contenidos del informe anual de la Comisión. Igualmente, se contempla adicionar una nueva fracción XIV-Bis al artículo 24, con objeto de que la autoridad antimonopolios pueda celebrar acuerdos con instituciones académicas o de consultoría que lleven a cabo ejercicios de evaluación continua del funcionamiento de la Comisión. También se propone reformar el párrafo primero del artículo 30, con el fin de que la Comisión Federal de Competencia haga públicos los criterios de selección de casos en los que deba iniciarse oficiosamente el procedimiento de investigación.

6. De otras propuestas
Además del endurecimiento del régimen sancionador, de la agilización de las visitas de verificación, de la terminación anticipada y la resolución no litigiosa de los procesos de investigación y del nuevo procedimiento asociado a la notificación de ciertas concentraciones, la presente iniciativa contempla algunas medidas adicionales que se hacen necesarias para el cumplimiento pleno de los objetivos de la propuesta, tales como la posibilidad de que la Comisión Federal de Competencia ordene medidas cautelares y de que requiera información para la emisión de opiniones que favorezcan la competencia y la libre concurrencia en sectores económicos específicos.

En ese contexto, se propone la adición del nuevo párrafo último del artículo 24, así como de un nuevo numeral 34-Bis 4, a la Ley Federal de Competencia Económica.

a)   Las prácticas monopólicas son causa de daños importantes a los consumidores. A pesar de ello, los procedimientos de investigación que realiza la Comisión Federal de Competencia pueden tomar mucho tiempo y ello ocasiona que, durante el desarrollo de tales investigaciones, continúe la comisión de las prácticas monopólicas que se investigan, con el consecuente detrimento en el bienestar de los consumidores.

Así, con objeto de garantizar la libre concurrencia y la competencia, la iniciativa plantea facultar a la Comisión Federal de Competencia para ordenar –durante el transcurso de una investigación– medidas cautelares, tales como la suspensión de actos o conductas que puedan dañar gravemente las garantías constitucionales de competencia y concurrencia.

Al respecto, es importante precisar que ese tipo de medidas cautelares resulta acorde con la práctica internacional, pues las prevén países como el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte, los Estados Unidos de América, la República Francesa, Australia, la República Federal de Alemania, España y Canadá.

b)   Por otro lado, la Comisión Federal de Competencia emite opiniones con el fin de promover la competencia y la eficiencia en sectores económicos específicos. Ello ha propiciado que se emprendan algunos esfuerzos para mejorar algunos diseños regulatorios de tales sectores. 

Sin embargo, la Comisión no dispone de vías formales para solicitar información pertinente para llevar a cabo tales estudios, lo que significa que sus opiniones se han basado en información pública, así como en aquélla que voluntariamente otorgan los agentes económicos.

En consecuencia, se propone facultar a la Comisión Federal de Competencia para requerir información para estudios de mercado y opiniones, de manera tal que se formalice la obtención de tales informes y sea posible construir bases de datos más sólidas, consistentes, exhaustivas y confiables, que constituyan un auxiliar fundamental en las labores de la Comisión y en la promoción de la competencia en los marcos regulatorios de los distintos sectores económicos.

En síntesis, la iniciativa propone lo siguiente:

1) Modificar las disposiciones sancionatorias en materia de competencia económica (artículos 34, 35 y 37 del proyecto de Decreto);

2) Agilizar la realización de visitas de verificación en materia de competencia económica (artículos 24 y 31 del proyecto de Decreto);

3) La terminación anticipada y terminación no litigiosa de procedimientos de investigación (artículos 32-Bis y 33-Bis 2 del proyecto de Decreto);

4) Un nuevo procedimiento asociado a la notificación de ciertas concentraciones (artículos 21-Bis, 21-Bis 1 y 35 del proyecto de Decreto);

5) Nuevas medidas de transparencia y rendición de cuentas, incluyendo información adicional que debe incluirse en el informe anual que rinde la Comisión Federal de Competencia; mecanismos de evaluación continua de la gestión de la propia Comisión, así como criterios claros y precisos por los que deban iniciarse, de oficio, los procedimientos de investigación (artículos 24, fracción XIV-Bis, 28, fracción III, y 30, párrafo primero, del proyecto de Decreto);

6) La posibilidad de que la Comisión Federal de Competencia dicte medidas cautelares (artículo 34-Bis 4 del proyecto de Decreto), y

7) La posibilidad de que la Comisión Federal de Competencia requiera información para la elaboración de opiniones que mejores el marco regulatorio y favorezcan la competencia y la libre concurrencia en sectores económicos específicos (artículo 24 del proyecto de Decreto).

A la luz de lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presento a esta Honorable Asamblea la siguiente iniciativa con

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA:
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 24, fracción II; 28, fracción III; 30, párrafo primero; 31, párrafo primero y fracciones I, II, IV, V, VI, VII párrafo primero e inciso f) y VIII; 33-Bis 2; 35, fracciones III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X y XI y párrafo sexto (actual párrafo segundo), y 37; se adicionan los artículos 21-Bis, párrafo segundo con las fracciones I y II y párrafo tercero, recorriendo el actual párrafo segundo para ser el nuevo párrafo cuarto; 21-Bis 1; 24, fracción XIV-Bis y párrafo último; 32-Bis; 34, párrafos segundo y tercero; 34-Bis 4, y 35, párrafos segundo a quinto, recorriendo los actuales párrafos segundo a sexto para ser los nuevos párrafos sexto a décimo; y se deroga la fracción III del artículo 31, todos ellos de la Ley Federal de Competencia Económica, para quedar como sigue:

Artículo 21-Bis.- …
La Comisión podrá considerar que es notorio que una concentración no tendrá como objeto o efecto disminuir, dañar o impedir la competencia y la libre concurrencia cuando el adquirente no participe en mercados relacionados al mercado relevante en el que ocurra la concentración ni sea competidor actual o potencial del adquirido, y cuando:
I. La transacción implique la participación del adquirente por primera vez en el mercado relevante. Para estos efectos, la estructura del mercado relevante no deberá modificarse y sólo deberá involucrar la sustitución del agente económico adquirido por el adquirente, o
II. Antes de la operación, el adquirente no tenga el control del agente económico adquirido y, con la transacción, aquél incremente su participación relativa en éste, sin que ello le otorgue mayor poder de decisión sobre la operación, administración y planeación del propio adquirido.
Si la Comisión considera que es notorio que una concentración no tendrá como objeto o efecto disminuir, dañar o impedir la competencia y la libre concurrencia, deberá resolver sobre la concentración dentro de los quince días siguientes a la fecha del acuerdo de recepción a trámite. Transcurrido el plazo sin que la Comisión emita resolución, se entenderá que no hay objeción alguna para que se realice la concentración.
…
Artículo 21-Bis 1.- La notificación en los términos de los artículos 20, 21 y 21-Bis de esta Ley no será necesaria:
I. Cuando la transacción implique una reestructuración corporativa, en la cual los agentes económicos pertenezcan a un mismo grupo económico de control y ningún tercero participe en la concentración;
II. Cuando el titular de acciones o partes sociales tengan el control de una sociedad e incremente su participación relativa en el capital social de dicha sociedad; 
III. Cuando se trate de actos jurídicos sobre acciones o partes sociales de sociedades extranjeras, siempre que los agentes económicos involucrados en dichos actos no adquieran el control de sociedades mexicanas ni acumulen en territorio nacional acciones, partes sociales, participación en fideicomisos o activos en general, adicionales a los que, directa o indirectamente, posean antes de la transacción, y
IV. Cuando el adquirente sea una sociedad de inversión y la operación tenga por objeto la adquisición de valores, títulos o documentos con recursos provenientes de la colocación de las acciones representativas de su capital social entre el público inversionista, salvo que se trate de operaciones que permitan a la sociedad de inversión influir en las decisiones de la adquirida.
Artículo 24.- …
I. …
II. Practicar visitas de verificación y requerir la exhibición de papeles, libros, documentos, archivos e información generada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, a fin de comprobar el cumplimiento de esta ley y de las demás disposiciones aplicables, así como solicitar el apoyo de la fuerza pública para el eficaz desempeño de las atribuciones a que se refiere esta fracción;
III. a XIV. …
XIV-Bis. Celebrar convenios o acuerdos con instituciones académicas o de consultoría para, entre otros fines, garantizar la evaluación continua del efecto en los mercados de las decisiones de la Comisión y de la efectividad de las metodologías que ésta utiliza para alcanzar sus objetivos;
XV. a XIX. …
Para la elaboración de las opiniones a que se refieren las fracciones VII, VIII, IX, X, XI y XII de este artículo, la Comisión podrá requerir la información que estime necesaria.
Artículo 28.- …
I. y II. …
III. Presentar al Titular del Ejecutivo Federal un informe anual sobre el desempeño de la Comisión, mismo que deberá ser publicado e incluir información respecto de las resoluciones de la Comisión, así como de los métodos, enfoques y procedimientos de investigación que utiliza para la adopción de sus resoluciones;
IV. a VI. …
Artículo 30.- La investigación de la Comisión se inicia de oficio o a petición de parte. La Comisión hará públicos los criterios generales para determinar el inicio de investigaciones de oficio.
…
…
…
…
…
…
Artículo 31.- La Comisión podrá requerir los informes y documentos que estime relevantes y pertinentes para realizar sus investigaciones, citar a declarar a quienes tengan relación con los hechos de que se trate, así como ordenar y practicar visitas de verificación en cualquier domicilio del investigado, en donde se presuma que existen elementos necesarios para la debida integración de la investigación.
…
I. Cuando en la investigación la Comisión estime necesaria la práctica de visitas de verificación, el Secretario Ejecutivo las ordenará mediante acuerdo, expresando sus fundamentos, así como el objeto y alcance a los que únicamente debe limitarse la diligencia; la ubicación del lugar a visitar; el plazo dentro del cual se realizará, y los nombres de los servidores públicos que, conjunta o separadamente, llevarán a cabo la diligencia.
En todo caso, la duración de las visitas de verificación no podrá exceder de tres meses, contados a partir de la emisión del acuerdo que las ordena.
II. Las visitas se practicarán en días y horas hábiles únicamente por los servidores públicos comisionados, previa identificación y notificación del oficio de comisión respectivo.
La Comisión podrá autorizar que se practiquen diligencias también en días y horas inhábiles, en cuyo caso, tal autorización se expresará en el oficio de comisión respectivo;
III. (Se deroga)
IV. Los agentes económicos, sus funcionarios o los encargados de los establecimientos en que normalmente se encuentren los agentes económicos o en los que se administren o se lleve la dirección de éstos, deberán permitir el acceso al personal comisionado para practicar visitas de verificación, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en la fracciones I y II de este artículo;
V. El visitado tendrá la obligación de permitir la práctica de la visita de verificación y la de proporcionar todas las facilidades, información y documentos que le sean solicitados y que se relacionen con la materia de la orden de visita. En ningún caso la autoridad podrá embargar ni secuestrar información del visitado. La Comisión podrá solicitar copias o reproducir, por cualquier medio, papeles, libros, documentos, archivos e información generada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, que tengan relación con la investigación y el visitado tendrá la obligación de proporcionarlas. En caso de que el visitado se negare a proporcionar las copias, la Comisión presumirá la existencia y la veracidad de los originales;
VI. El visitado tendrá derecho de hacer observaciones a los servidores públicos comisionados durante la práctica de la diligencia, y confirmar por escrito las observaciones que hubiera hecho en el momento de la visita;
VII. De toda visita se levantará acta circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por la persona con la que se hubiese entendido la diligencia, o por los servidores públicos autorizados que la practicaron, si aquélla se hubiese negado a proponerlos, haciendo constar esta circunstancia.
…
a) a e) …
f) Nombre y datos de identificación de los servidores públicos comisionados;
g) a l) …
VIII. Antes de realizar la visita de verificación, la Comisión podrá emitir el oficio de comisión respectivo para que servidores públicos, especialistas en la materia, de otras dependencias y entidades de la administración pública federal apoyen en cuestiones técnicas o específicas para el desahogo de la verificación.
…
Artículo 32-Bis.- El Pleno de la Comisión podrá ordenar el cierre de un expediente de una investigación por prácticas monopólicas relativas o concentración prohibida, antes de que se emita el oficio de probable responsabilidad, si existe la certeza de que las prácticas de negocio que motivaron el inicio de la investigación han cesado o cambiado en beneficio del proceso de competencia y libre concurrencia.
El Pleno de la Comisión deberá emitir una resolución de cierre en la que se expliquen las razones para considerar que han cesado o cambiado las prácticas de negocio o hechos que motivaron el inicio de la investigación, en beneficio del proceso de competencia y libre concurrencia. 
En ningún caso los agentes económicos tendrán acceso al expediente.
Artículo 33-Bis 2.- El Pleno de la Comisión podrá ordenar el cierre del expediente después del emplazamiento y antes de que se dicte resolución definitiva, siempre que tenga la certeza de que el probable responsable ha suspendido, suprimido o corregido la práctica monopólica relativa o la concentración prohibida imputada.
Para ello, el probable responsable deberá presentar escrito durante el procedimiento, por una sola vez, en el que acredite:
I. Que han cesado los efectos de la práctica monopólica o concentración prohibida y se ha restaurado el proceso de competencia y libre concurrencia, o
II. Que los medios propuestos son los idóneos y económicamente viables para dejar sin efectos la práctica monopólica o concentración.
En todo caso, el probable responsable deberá señalar los plazos y la metodología para que la Comisión verifique su cumplimiento.
Recibido el escrito a que se refiere este artículo, el Pleno de la Comisión tendrá quince días para emitir su resolución, con la que podrá concluir anticipadamente dicho procedimiento. En este supuesto, la Comisión podrá imponer una multa de hasta mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, por la realización de la práctica monopólica o concentración prohibida, sin perjuicio de que se le reclamen los daños y perjuicios.
Los agentes económicos sólo podrán acogerse a los beneficios previstos en este artículo una vez cada cinco años. Este período se computará a partir de la notificación de la resolución de la Comisión.
La Comisión, de oficio o previa solicitud, podrá iniciar una nueva investigación si:
a) Los agentes económicos no cumplen sus compromisos;
b) Resulta que la información o las declaraciones otorgadas por los agentes económicos en sus compromisos, son falsas, o
c) Existe un cambio respecto de las condiciones que motivaron el cierre de la investigación.
Lo anterior, con independencia de las sanciones previstas en el artículo 35, fracciones III y XI, de esta Ley o la responsabilidad penal en que se incurra.
Artículo 34.- …
I. y II. …
Los ingresos que se obtengan por el cobro de las multas impuestas como medida de apremio se destinarán a los programas de apoyo para la micro, pequeña y mediana empresa.
En ningún caso, la Comisión administrará ni dispondrá de los fondos a que se refiere el párrafo anterior.
Artículo 34-Bis 4.- A partir de la emisión del oficio de probable responsabilidad y hasta antes de que se dicte resolución, la Comisión podrá ordenar la suspensión, debidamente fundada y motivada, de los actos constitutivos de la probable práctica monopólica o probable concentración prohibida, con el propósito de prevenir o evitar que se dañe, disminuya o impida el proceso de competencia y libre concurrencia durante la tramitación del procedimiento.
La suspensión que dicte la Comisión no prejuzga respecto del fondo del asunto.
En la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo, la Comisión determinará el levantamiento o la definitividad de las medidas adoptadas.
Artículo 35.- …
I. y II. …
III. Multa hasta por el equivalente a doscientas mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal por haber declarado falsamente o entregado información falsa a la Comisión, con independencia de la responsabilidad penal en que se incurra;
IV. Multa hasta por el equivalente al diez por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por haber incurrido en una práctica monopólica absoluta;
V. Multa hasta por el equivalente al diez por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por haber incurrido en una práctica monopólica relativa;
VI. Multa hasta por el equivalente al diez por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por haber incurrido en alguna concentración de las prohibidas por esta Ley;
VII. Multa hasta por el equivalente al cinco por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por no haber notificado la concentración cuando legalmente debió hacerse;
VIII. Multa hasta por el equivalente al diez por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por haber incumplido con las condiciones fijadas por la Comisión en términos del artículo 22 de esta Ley, sin perjuicio de ordenar la desconcentración;
IX. Multas hasta por el equivalente a doscientas mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, a los individuos que participen directamente en prácticas monopólicas o concentraciones prohibidas, en representación o por cuenta y orden de personas morales;
X. Multas hasta por el equivalente a doscientas mil veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, a los agentes económicos o a los individuos que hayan coadyuvado, propiciado, inducido o participado en la comisión de prácticas monopólicas, concentración prohibida o demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados en términos de esta Ley, y
XI. Multa hasta por el equivalente al diez por ciento de la base de cálculo señalada en este artículo, por haber incumplido la resolución emitida en términos de los artículos 32-Bis y 33-Bis 2 de esta Ley.
La base de cálculo señalada en las fracciones IV, V, VI, VII, VIII y XI, se determinará por los ingresos acumulables amparados por comprobantes con requisitos fiscales y será la que corresponda al último ejercicio fiscal en que se haya incurrido en el incumplimiento respectivo. De no estar disponible, se utilizará la base de cálculo correspondiente al ejercicio fiscal inmediato anterior.
Para el caso de los agentes económicos que no emitan comprobantes con los requisitos que señala el párrafo anterior, se considerarán los ingresos que la autoridad fiscal tome como base para determinar la cuota estimada, con fundamento en las leyes fiscales.
Para la imposición de la sanción, la Comisión tomará en cuenta únicamente a los agentes económicos directamente involucrados en la práctica sancionada. Para la imposición de las multas señaladas en el presente artículo, la Comisión deberá solicitar la información fiscal correspondiente al agente económico en cuestión en el curso de la investigación y, de no obtenerla, la solicitará a la autoridad competente, la cual estará obligada a entregarla.
En caso de reincidencia, se podrá imponer una multa hasta por el doble de la que corresponda originalmente.
…
…
…
…
Artículo 37.-  En caso de reincidencia en la comisión de prácticas monopólicas relativas y considerando los elementos a que hace referencia el artículo 36 de esta Ley, la Comisión podrá resolver, en sustitución de la sanción que corresponda en términos del artículo 35 de esta Ley, la desincorporación o enajenación de activos, derechos, partes sociales o acciones, por la parte que sea necesaria para que el agente económico no tenga poder sustancial en el mercado relevante.
No se considerará sanción, para efectos de este artículo, la resolución que emita la Comisión conforme a lo dispuesto por el artículo 33-Bis 2 de la presente Ley.
Con motivo de la interposición del recurso de reconsideración previsto en este Ley, los agentes económicos podrán presentar programas alternativos de desincorporación.
TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.
TERCERO.- Los asuntos que, con anterioridad al inicio de la vigencia del presente Decreto, estuvieren en trámite en la Comisión, continuarán sustanciándose y desahogándose en los términos de las disposiciones jurídicas vigentes en el momento en que se inició el trámite o se cometió la infracción, según sea el caso.
Dado en el Salón de Sesiones del Senado de la República, a los veintiún días del mes de abril de dos mil nueve.

Sen. Santiago Creel Miranda
